
Sospechas fundadas de su
participación en el caso Demo-
cracia Viva tiene la fiscalía en
la investigación que sigue con-
tra la diputada (ex-RD) Catali-
na Pérez. Así lo ha descrito en
distintas solicitudes ante el
Juzgado de Garantía de Anto-
fagasta para realizar diligen-
cias en la indagatoria donde ya
pidió su desafuero con miras a
su formalización.

Si bien aún la Corte de Apela-
ciones de Antofagasta no ha re-
suelto el requerimiento del Mi-
nisterio Público, la fiscalía y los
intervinientes en el caso anali-
zan las penas que podría en-
frentar: desde tres años y un día
a 10 años de cárcel. 

n “Los hechos son 
especialmente graves”,
advierte querellante

El cálculo es importante para
la determinación de las medi-
das cautelares que la fiscalía va
a requerir tras la formalización
de la congresista. 

“La pena comienza en tres
años y un día, más inhabilidad
perpetua para el ejercicio de
cargos públicos”, dijo el aboga-
do y querellante Sergio Rodrí-
guez, quien representa al dipu-
tado republicano Juan Irarráza-
val. Y, agrega, “sin duda se de-
cretarán cautelares intensas,
como ha sido la regla en esta in-
vestigación, ya que los hechos
son especialmente graves”.

Como precedente aparecen,
además, las imputaciones a su
expareja, el exencargado de De-
mocracia Viva Daniel Andrade,
y al exseremi de Vivienda de
Antofagasta Carlos Contreras,

quienes militaron en su mismo
partido. Ambos estuvieron en
prisión preventiva tras ser for-
malizados por fraude al fisco
por el Ministerio Público. 

En ese marco y dado que la
fiscalía pidió desafuero, Pérez
podría enfrentar cautelares de
alta intensidad. Si se despoja o
no de esta prerrogativa a la con-
gresista será resuelto en los pró-
ximos días por el Pleno del tri-
bunal de alzada antofagastino. 

n Con imputados 
tenía “todos los lazos 
de cercanía”

El jueves recién pasado la fis-
calía confirmó sus convicciones
en torno a la diputada: “Dicho
desafuero es un requisito legal

para avanzar posteriormente en
la formalización y solicitud de
medidas cautelares para dicha
parlamentaria, atendido que, en
opinión del Ministerio Público,
se han reunido an-
tecedentes que
permiten sostener
su participación en
los presuntos deli-
tos que son materia
de investigación”.

La solicitud an-
te el tribunal de
garantía alertó so-
bre la gravedad de la causa con-
tra Pérez. “Que con fecha 12 de
noviembre del corriente se
agregó informe 1792 de la Bri-
dec de la PDI que contiene in-
forme de análisis del teléfono

celular del imputado Daniel
Andrade que a la sazón, como
ya se señaló, era pareja de la ho-
norable”, consigna el escrito. 

Y añade que ya están formali-
zados “por tres delitos consu-
mados de fraude al fisco los im-
putados Carlos Contreras, Da-
niel Andrade y Paz Fuica. Ade-
más, se investiga en la misma
calidad a la honorable diputada
Catalina Pérez, militante parti-
do Revolución Democrática
quien a la sazón era pareja de
Andrade, del mismo partido y
respecto al primero, Contreras,
de igual partido, había sido su
asesor, manteniendo en conse-
cuencia todos lazos de cercanía,
sentimentales y de amistad”.

También subraya que en la
revisión de conversaciones se
detectaron hechos irregulares:
“Descubriendo que mantiene
conversaciones por WhatsApp
y otras, posteriores al 29 de no-
viembre de 2022, que tienen
vinculación con los hechos in-

ves t igados , que
unida a la conteni-
da en carpeta de in-
vestigación entre-
gan indicios de la
participación de
aquella en los he-
chos investigados,
de modo que se re-
quiere incorporar

esa evidencia pero desde el re-
ferido contenedor que corres-
ponde a su celular, para reunir
evidencia o medios de prueba
para acreditar los delitos in-
vestigados”.

Según estimaciones de los intervinientes en el caso Democracia Viva:

Catalina Pérez arriesga
penas sobre los tres años y una
medida cautelar de alta intensidad 

La Corte de Antofagasta tiene que definir el desafuero de la
diputada, con miras a su formalización por fraude al fisco. 

LORENA CRUZAT 

Catalina Pérez siempre ha sostenido su inocencia en este caso y negó
conocer detalles de los convenios de la Seremi de Antofagasta con la funda-
ción de su expareja Daniel Andrade. 
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La PDI detectó

mensajería que daba
cuenta de su

conocimiento de los
convenios. 

Probablemente, el 16 de junio
de 2023, cuando se supo del ca-
so Democracia Viva tras una pu-
blicación del portal Timeline,
parte importante de las miradas
recayeron sobre la diputada Ca-
talina Pérez (ex-RD) por su vin-
culación con el distrito 3 en An-
tofagasta y con dos de los princi-
pales imputados de la causa: su
entonces pareja y exrepresen-
tante legal de la fundación, Da-
niel Andrade, y su exjefe de ga-
binete, quien ejercía como sere-
mi de Vivienda en la región,
Carlos Contreras. Ambos, de su
mismo partido.

Desde un comienzo, la dipu-
tada se desmarcó del caso y negó
haber tenido información sobre
los convenios suscritos en 2022.
Sin embargo, a mediados del
mes pasado el escenario cambió,
cuando La Segunda publicó
conversaciones de la congresis-
ta, vía WhatsApp, con Andrade
en las que este le comentaba, en
más de una ocasión, de la ges-
tión y posterior aprobación de
dichos convenios.

Ese habría sido uno de los ele-
mentos clave para que el fiscal
Cristián Aguilar hiciera llegar a
la Corte de Apelaciones de An-
tofagasta una solicitud de desa-
fuero contra la expresidenta de
RD, exvicepresidenta de la Cá-
mara de Diputados y exmilitan-
te del Frente Amplio, Catalina
Pérez. El fuero parlamentario es
un beneficio de naturaleza pro-
cesal, que permite que un dipu-
tado o senador no pueda ser im-
putado o privado instantánea-
mente de su libertad, sin que an-
tes exista un pronunciamiento
del tribunal de alzada respecti-
vo, a menos que sea descubierto
cometiendo un delito flagrante.

n Los desafueros del perío-
do parlamentario en curso

A propósito del caso de Pérez,
se abrió un debate en el mundo
político —que tiene a la congre-
sista en el tribunal supremo del
FA—, pero también en el jurídi-
co, porque no es el único caso.
Durante el actual período parla-
mentario, se produjo el desafue-
ro de los diputados Juan Francis-
co Pulgar, imputado por viola-
ción de un mayor de 14 años, co-
m e t i d o d u r a n t e 2 014 ; d e
Mauricio Ojeda, primer diputa-
do desaforado por el caso Con-
venios, en su arista Manicure,
imputado por fraude al fisco, y
de su par María Luisa Cordero,
cuando la frase “ella tiene un ojo
bueno, ella no es totalmente cie-
ga”, entre otras, le costó una
querella por injurias con publici-
dad de la senadora Fabiola Cam-
pillai, su posterior desafuero
(2023) y finalmente dar discul-

pas públicas.
Mientras que, tras las diligen-

cias de fines de octubre pasado
en el domicilio, sede distrital y
oficina parlamentaria del dipu-
tado Joaquín Lavín León, en el
marco de una causa por la rendi-
ción de boletas eventualmente
falsas ante el Congreso, se espe-
ra en su caso también una posi-
ble solicitud de desafuero. 

A su vez, otros 10 legisladores
están siendo requeridos por el
exministro del Interior, Andrés
Chadwick. Solicitó sus desafue-
ros, pues, en su opinión, realiza-
ron declaraciones falsas los di-
putados socialistas Daniel Meno
y Nelson Venegas; las comunis-
tas Nathalie Castillo y Lorena Pi-
zarro; los frenteamplistas Jaime
Sáez y Lorena Fries; la indepen-

diente democratacristiana Mó-
nica Arce; el PPD Jaime Araya; el
liberal Luis Malla, y la militante
de Acción Humanista, Ana Ma-
ría Gazmuri. 

En concreto, el exmilitante
UDI presentó una querella por
injurias y calumnias debido a
que su nombre fue vinculado
con corrupción en medio de la
acusación constitucional contra

la finalmente destituida exmi-
nistra de la Corte Suprema, Án-
gela Vivanco. La solicitud contra
estos 10 legisladores fue recibida
por la Corte de Apelaciones de
Valparaíso y podría demorar un
mes en tener una resolución.

n “Se percibe como un pri-
vilegio” y genera una “espe-
cie de castigo”

Ante esta cantidad de solicitu-
des de desafuero concretadas y
pendientes, el abogado y acadé-
mico UDP Cristián Riego sostie-
ne que “el fuero parlamentario
debiera revisarse”. Esto, porque,
“por una parte, no representa una
protección demasiado relevante,
se percibe como un privilegio y,
además, una vez acordado, gene-
ra una especie de castigo, que es
la suspensión del cargo”.

“Si un parlamentario es desa-
forado, queda suspendido de su
cargo y sujeto al juez competen-
te como cualquier otro ciudada-
no”, consigna la Biblioteca del
Congreso, por ejemplo. 

Riego también identifica otra
crítica al fuero: “Es poco conve-
niente, porque involucra en la
persecución a los tribunales su-
periores”. Dentro de las des-
ventajas de este involucramien-
to, percibe, asimismo, “mayo-
res problemas de independen-
c i a d e l a p o l í t i c a , d a d a l a
influencia que esta tiene en sus
eventuales promociones, en es-
pecial a la Corte Suprema”.

Por su parte, el exfiscal Car-
los Gajardo dice que, “en gene-
ral, el desafuero es un privile-
gio para los parlamentarios que
no se justifica, contraría el prin-
cipio de igualdad ante la ley y,
por lo tanto, debieran poder ser
enjuiciados y formalizados por
la fiscalía sin necesidad de este
trámite previo”.

Ahora, en el mundo político
se justifica la existencia de esta
institución como resguardo de la
composición del Congreso. De
hecho, existe preocupación por
el desequilibrio que se podría
producir en la Cámara de Dipu-
tados en caso de que la solicitud
de Chadwick avance y culmine
con el desafuero de 10 parlamen-

tarios oficialistas.

n Número de involucrados
en causas penales: de algo
común a “no es normal”

Respecto de la cantidad de ca-
sos, Gajardo estima cierta nor-
malidad. “Salvo la situación que
ha solicitado el señor Chadwick,
el restante número de casos me
parece que está dentro de lo po-
sible en un período parlamenta-
rio”. Y específica, “son dos casos
vinculados a corrupción (Pérez
y Ojeda), un caso por injurias
(Cordero) y otro por un delito de
violación previo a asumir la fun-
ción parlamentaria (Pulgar). No
me parece que el número de de-
safueros exceda lo que es normal
en un período parlamentario”.

Si bien en el período parla-
mentario anterior (2018-2022)
los casos más connotados estu-
vieron en torno al diputado Ig-
nacio Urrutia y el senador Ma-
nuel José Ossandón, ambos fue-
ron rechazados. No obstante, la
experiencia previa a 2018 sitúa a
más de una veintena de congre-
sistas que debieron enfrentar
juicios de desafuero.

Sin embargo, el profesor Rie-
go no cree que sea “normal que
haya tantos desafueros o, diga-
mos más bien, tantos parlamen-
tarios imputados penalmente”.
A su juicio, “es un fenómeno
global. Seguramente, son mu-
chas las causas (motivos), entre
ellas las necesidades de financia-
miento de la actividad política,
que parecen no agotarse nunca”.

En segundo lugar, menciona
que “también ha habido un for-
talecimiento de los sistemas de
justicia que antes no tenían ca-
pacidades como la que tienen
hoy”. Por último, dice, “está el
apoyo ciudadano a la persecu-
ción de la corrupción política,
que es muy fuerte”.

En marzo de 2015, una moción
propuso una reforma constitu-
cional para eliminar el fuero par-
lamentario. Sin embargo, este se
encuentra archivado en el Senado
desde el 14 de marzo de 2018, “a
solicitud de la Secretaría de la Co-
misión de Constitución, Legisla-
ción, Justicia y Reglamento”.

Expertos analizan institución, y las cifras de este y otros períodos parlamentarios: 

Preocupan congresistas indagados en
casos penales y se abre debate sobre
fuero, tras caso de diputada Pérez

E. CANDIA

Solo este año se han solicitado más de una docena de
desafueros. Especialistas plantean aprensiones sobre mantener
esta prerrogativa y se inclinan por su supresión. 

Hace casi una década, se propuso una reforma constitucional para eliminar el fuero parlamentario. Sin embar-
go, este proyecto se encuentra archivado en el Senado desde el 14 de marzo de 2018. 
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‘‘El fuero es poco conveniente,
porque involucra en la persecución a
los tribunales superiores, lo que a su
vez tiene mayores problemas de
independencia de la política”.
.....................................................................................................

CRISTIÁN RIEGO
ABOGADO Y ACADÉMICO UDP

‘‘Es un privilegio que no se
justifica, contraría el principio de
igualdad ante la ley. Debieran ser
enjuiciados y formalizados sin
necesidad de este trámite previo”. 
.....................................................................................................

CARLOS GAJARDO
ABOGADO Y EXFISCAL 
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